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especialistas vinculados con esa área o actividad
específica. Las circunstancias de estos especiaistas
deberán ser comunicadas a los interesados a efec-
tos de lo previsto en el número 4 de este artículo.»

4. Apartado 1 del artículo 5.

«Para el cómputo de los años que dan derecho
a ser evaluado tendrá la consideración de período
investigador el tiempo posterior a la obtención de
la licenciatura, acreditado con un contrato o nom-
bramiento en un centro docente o de investigación,
español o extranjero, de reconocido prestigio. Lo
dispuesto en el inciso anterior será de aplicación,
en todo caso, a la investigación realizada en Uni-
versidades legalmente reconocidas.»

5. Párrafo primero del apartado 2 del artículo 5.

«A los efectos previstos en esta Orden, la acre-
ditación de centros extranjeros de investigación y
docencia no universitaria será realizada, con los
asesoramientos que considere oportunos, por la
Secretaría de Estado de Educación y Universida-
des.»

6. Artículo 13.

«En la solicitud de evaluación única a que se
refiere la disposición transitoria tercera del Real
Decreto 1086/1989, de 28 de agosto, sobre retri-
buciones del profesorado universitario, a que se
refiere el artículo 1, los interesados podrán incluir
hasta siete tramos o períodos completos de acti-
vidad investigadora, si bien únicamente podrán ser
reconocidos, a los efectos económicos previstos
en el artículo 2.4 del citado Real Decreto, seis
tramos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo prece-
dente, a quienes en virtud de la evaluación única
o tras las evaluaciones futuras se les hubiese reco-
nocido seis tramos, podrán renunciar expresamen-
te a alguno de los tramos iniciales reconocidos y,
ulteriormente, solicitar la evaluación de la actividad
investigadora realizada con posterioridad al último
período evaluado y reconocido; la evaluación nega-
tiva de la actividad correspondiente a dicha soli-
citud en ningún caso habilitará al interesado para
pedir la recuperación del tramo o tramos a los que
renunció.»

7. Artículo 14.

«Los períodos valorados negativamente no
podrán ser objeto posteriormente de una nueva
solicitud de evaluación. Sin embargo, los investi-
gadores a quienes se haya evaluado negativamente
el último período de investigación presentado
podrán construir un nuevo período, de seis años,
con alguno de los ya evaluados negativamente en
la última solicitud formulada y, al menos, tres pos-
teriores a aquéllos. Este régimen no será aplicable
en el supuesto de evaluación única previsto en la
disposición transitoria tercera del Real Decreto
1086/1989, de 28 de agosto, sobre retribuciones
del profesorado universitario, a que se refiere el
artículo 1.»

8. Disposición adicional segunda.

«Los funcionarios docentes que desempeñen un
puesto en comisión de servicios o que se hallen
en situación de servicios especiales con arreglo a
lo dispuesto en los artículos 3.c) y 4 y siguientes
del Reglamento de Situaciones Administrativas de

los Funcionarios Civiles de la Administración Gene-
ral del Estado, aprobado por Real Decreto
365/1995, de 10 de marzo, podrán someter a eva-
luación su labor investigadora de acuerdo con lo
dispuesto en la presente Orden, aunque los dere-
chos económicos no se devengarán hasta el
momento de su reingreso a la Universidad en régi-
men de dedicación a tiempo completo.»

9. Disposición final primera.

«Se autoriza al Secretario de Estado de Educa-
ción y Universidades para dictar, en el ámbito de
sus competencias, las resoluciones o instrucciones
precisas para la ejecución de la presente Orden;
asimismo, se autoriza al Director general de Uni-
versidades para resolver las dudas o incidencias
relativas a los regímenes de dedicación y cómputo
de períodos evaluables.»

Segundo. Entrada en vigor.—La presente Orden
entrará en vigor el día siguiente al de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 16 de noviembre de 2000.

DEL CASTILLO VERA

Excmo. Sr. Secretario de Estado de Educación y Uni-
versidades e Ilmo. Sr. Director general de Universi-
dades.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

20974 RESOLUCIÓN de 15 de octubre de 2000, de
la Dirección General de Ordenación de las
Migraciones, por la que se establece para
Argentina un plazo especial para la presen-
tación de la fe de vida y declaración de ingre-
sos por los beneficiarios de pensiones asis-
tenciales.

El Real Decreto 728/1993, de 14 de mayo, por el
que se establecen pensiones asistenciales por anciani-
dad a favor de los emigrantes españoles, modificado
por el Real Decreto 667/1999, de 23 de abril, establece
en su artículo 12.2 que los beneficiarios de las pensiones
deberán presentar todos los años, en el plazo que regla-
mentariamente se establezca, la fe de vida y una decla-
ración de los ingresos o rentas computables de la res-
pectiva unidad económica familiar, referida al año inme-
diatamente anterior.

Por su parte, la Orden de 22 de febrero de 2000,
por la que se desarrolla el citado Real Decre-
to 728/1993, prevé en su artículo 7.1 que, con carácter
general, la presentación de la referida fe de vida y decla-
ración de ingresos o rentas se realizará durante el primer
cuatrimestre de cada año natural, salvo que la Dirección
General de Ordenación de las Migraciones autorice
expresamente un plazo distinto para aquellos países en
que concurran circunstancias excepcionales que así lo
aconsejen.

A la vista de lo dispuesto en el referido artículo 7.1
de la Orden de 22 de febrero de 2000, la Consejería
Laboral y de Asuntos Sociales de Argentina solicita a
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esta Dirección General que se autorice que la presen-
tación de la referida documentación pueda efectuarse
a partir del 16 de octubre del año inmediatamente ante-
rior a aquel a que corresponde la renovación, por las
siguientes circunstancias:

1. En la citada Consejería se renuevan cada año
aproximadamente 12.000 pensiones asistenciales.

2. El período establecido con carácter general para
la presentación de la referida documentación, desde el
1 de enero al 30 de abril (ochenta y ocho días hábiles),
supone admitir una media de 136 renovaciones por día,
lo que resulta imposible dados los medios humanos y
materiales de que se dispone.

3. Por otra parte, el primer trimestre del año coincide
con el verano austral, por lo que este período coincide
a su vez con las fechas en que el personal de la Consejería
disfruta de sus vacaciones anuales, lo que supone que
la plantilla se vea reducida aproximadamente en un tercio
durante el indicado período.

4. A su vez, los meses de enero y febrero, funda-
mentalmente, muchos pensionistas se encuentran fuera
de Buenos Aires, pasando las vacaciones con sus fami-
liares, por la que la afluencia de público tampoco es
homogénea durante el período establecido para presen-
tar la documentación exigida.

Por todo ello, esta Dirección General resuelve:

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.1 de
la Orden de 22 de febrero de 2000, por la que se desarro-
lla el Real Decreto 728/1993, de 14 de mayo, por el
que se establecen las pensiones asistenciales por ancia-
nidad a favor de los emigrantes españoles, modificado
por el Real Decreto 667/1999, de 23 de abril, establecer
que en Argentina, dadas las especiales circunstancias
a que se ha hecho referencia anteriormente, la presen-
tación de la fe de vida y declaración de ingresos a efectos
de determinar cada año el mantenimiento del derecho
a pensión asistencial por ancianidad de sus beneficiarios
podrá efectuarse a partir del 16 de octubre del año inme-
diatamente anterior a aquel a que corresponde la reno-
vación.

Madrid, 15 de octubre de 2000.—El Director general,
Antonio Maceda García.

Ilmos. Sres. Subdirectora general de Emigración y Con-
sejero/as Laborales y de Asuntos Sociales.

MINISTERIO DE ECONOMÍA

20975 ORDEN de fecha 16 de noviembre de 2000
por la que se constituye la Comisión Minis-
terial de Tecnologías de la Información y
de las Comunicaciones del Ministerio de
Economía.

El artículo 7 del Real Decreto 2291/1983, de 28
de julio, sobre órganos de elaboración y desarrollo de
la política informática del Gobierno establece las Comi-
siones Ministeriales de Informática como instrumento
para la coordinación interna en cada Departamento y
como órganos de colaboración técnica con el Consejo
Superior de Informática y sus Comisiones Especializadas.

La Comisión Ministerial de Informática del Ministerio
de Economía y Hacienda fue creada mediante Orden

de 16 de septiembre de 1983 y modificada por la Orden
de 4 de junio de 1986 y la de 8 de febrero de 1988.

Con posterioridad, la aparición de una nueva norma-
tiva de contratación y la atribución de nuevas funciones
a la Comisión Ministerial de Informática por el Real Decre-
to 533/1992, de 22 de mayo, de atribución de deter-
minadas facultades en los procedimientos de contrata-
ción de bienes y servicios informáticos, dan lugar a una
nueva regulación de la Comisión que se lleva a cabo
mediante la Orden de 15 de febrero de 1996 por la
que se regula la composición y funcionamiento de la
Comisión Ministerial de Tecnologías de la Información
y de las Comunicaciones del Ministerio de Economía
y Hacienda.

La supresión del Ministerio de Economía y Hacienda
realizada mediante el Real Decreto 557/2000, de 27
de abril, y la creación, a su vez, del Ministerio de Eco-
nomía cuya estructura orgánica básica ha sido desarro-
llada por el Real Decreto 1371/2000, de 19 de julio,
hacen necesario, pues, constituir la Comisión Ministerial
de Tecnologías de la Información y de las Comunica-
ciones del nuevo Departamento y regular su composición
y funciones como órgano colegiado ministerial al objeto
de cumplir la previsión contenida en el artículo 7 del
Real Decreto 2291/1983, de 28 de julio.

En su virtud, previa aprobación del Ministro de Admi-
nistraciones Públicas, dispongo:

Primero.

1. La Comisión Ministerial de Tecnologías de la
Información y de las Comunicaciones del Ministerio de
Economía, cuya composición y funciones se regulan por
la presente Orden, es el órgano colegiado responsable
de la elaboración de la política del Departamento en
materia de tecnologías de la información y de las comu-
nicaciones, mediante instrucciones y directrices en con-
sonancia con las emanadas del Consejo Superior de
Informática, así como de la promoción, aprobación segui-
miento y evaluación de los planes y proyectos informá-
ticos y de comunicaciones de los distintos centros y
entidades.

Se entiende por Departamento, a los efectos de la
presente Orden, los órganos del Departamento y los
organismos públicos dependientes o adscritos al Minis-
terio de Economía.

2. La Comisión Ministerial de Tecnologías de la
Información y de las Comunicaciones es el órgano de
enlace con el Consejo Superior de Informática y sus
Comisiones especializadas a las que se refiere el Real
Decreto 2291/1983, de 28 de julio.

Segundo.—Es competencia de la Comisión Ministerial
de Tecnologías de la Información y de las Comunica-
ciones:

1. Estudiar y aprobar los planes informáticos y de
comunicaciones de los distintos órganos y organismos
públicos del Departamento y sus correspondientes revi-
siones, al objeto de garantizar la adecuada utilización
y productividad de los recursos y la comunicabilidad y
compatibilidad de los sistemas de proceso y transmisión
de datos. En los casos en que dichos planes engloben
a más de un órgano, u organismo público adscrito al
Departamento, la Comisión Ministerial coordinará la ela-
boración de dichos planes.

2. Conocer los planes de inversión en tecnologías
de la información y de las comunicaciones del Depar-
tamento y su grado de ejecución.

3. Informar sobre los proyectos de disposiciones de
carácter general, instrucciones y circulares del Depar-


